19
                                        Tribunal Superior de Bogotá

                              [image: image2.png]





                            Sala de Justicia y Paz

Proceso 2006 81436 y 82650
Orlando Gil Zuluaga y otro

República de Colombia


[image: image1.png]



Rama Judicial

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA

SALA DE JUSTICIA Y PAZ

Magistrada Ponente:
Dra. Uldi Teresa Jiménez López

Radicación:


110016000253200681436 - 82650
Postulados:


Orlando Gil Zuluaga y Luís Eduardo Tuiran Gómez
Objeto de Decisión:

Preclusión por muerte
Solicita:


Fiscal 36 Unidad Justicia y Paz
Aprobada según acta:

Bogotá, D.C., Doce (12) de Junio de dos mil nueve (2009).
OBJETO DE DECISION:
Resuelve la Sala lo concerniente a la solicitud de preclusión por muerte presentada por la Doctora Gloria Criales Vanegas Fiscal 36 Delegada de la Unidad Nacional para la Justicia y la Paz en relación con los postulados ORLANDO GIL ZULUAGA y LUIS EDUARDO TUIRAN GÓMEZ, presuntos integrantes de Bloque Norte Resistencia Tayrona y Bananero respectivamente.
ACTUACIÓN PROCESAL
1.- Mediante solicitud de audiencia de conocimiento, la Fiscal 36 Delegada informó que ORLANDO GIL ZULUAGA, identificado con la C.C. N° 98.454735 de Nariño (Antioquia), hijo de Gilberto y Concepción, Estado civil unión libre con Duvis Andrea, quien fuera integrante del Bloque Norte Resistencia Tayrona y manifestó su deseo de acogerse a la Ley 975 de 2005, falleció, motivo por el que se debe precluir la investigación que cursa en su contra.
Para tal efecto, en desarrollo de la vista pública expuso que ORLANDO GIL ZULUAGA se desmovilizó el 3 de febrero de 2006, hecho que fue avalado por el Alto Comisionado de Paz el 15 de agosto de 2006; el 1 de abril de 2006 manifestó su voluntad de someterse a la ley 975 de 2005 y mediante orden 141 del 7 de febrero de 2007 se inició el trámite pertinente citando y emplazando a todas las víctimas.
Mediante acta de inspección de cadáver No 226 de la Fiscalía 19 Seccional de Santa Marta se; Acta de necropsia No 200701014700100282 y certificado de Defunción No A08168744 se pudo establecer el fallecimiento de ORLANDO GIL ZULUAGA el 12 de julio de 2007.
2.- De igual manera, que LUIS EDUARDO TUIRAN GÓMEZ, identificado con la C.C. No 10.898.591 de Valencia (Córdoba), nacido el 15 de julio de 1960, hijo de Luís Manuel y Lourdes, estado civil unión libre con María Elena Trujillo, fue integrante del Bloque Bananero y expresó su intensión de someterse a los beneficios de la Ley de Justicia y Paz.
En audiencia pública, la fiscal 36 Delegada ante la Unidad de Justicia y Paz, advirtió que mediante orden 97 del 10 de abril de 2007 la Fiscalía 17 inició el trámite y dispuso el emplazamiento de víctimas que se realizó el 10 de julio de 2007; el 13 de septiembre de 2007 fija fecha para la versión que inicia el 1º de octubre de 2007, diligencia dentro de la cual no ratificó la voluntad de continuar en el proceso de justicia y paz.

Mediante acta de necropsia No 2008P099 e inspección de cadáver de septiembre de 2008, se pudo establecer que en hechos ocurridos en Apartadó Antioquia, falleció LUÍS EDUARDO TUIRAN GOMEZ de manera violenta, circunstancia que fue corroborada con el certificado de defunción No 873547-0.
3.- La Doctora Gladys Stella Lozano de Herrera, en su condición de Procuradora Judicial, se mostró de acuerdo con la solicitud de preclusión de la investigación, aunque advirtió que no existe razón válida para que después de dos años de presentarse la negativa del postulado para ratificarse de los cargos, no se haya realizado por parte de la fiscalía solicitud para que fuera excluido de la lista de postulados para recibir los beneficios de la ley de justicia y paz.

CONSIDERACIONES  DE LA SALA

De la competencia para decidir
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia ha señalado que “a partir del momento en que una persona hace parte de la lista de postulados a los beneficios de la ley transicional y la misma ha quedado en manos de la Fiscalía, compete a la jurisdicción, en forma exclusiva y excluyente, otorgar beneficios a los postulados que reúnan los requisitos consagrados en las normas o excluirlos de los mismos”.

Con fundamento en ello, es claro que una decisión encaminada a “la exclusión de una persona de la lista de postulados a los beneficios que pueda recibir en los términos de la especialísima legislación o la exclusión de ellos, se tiene que hacer mediante decisiones de carácter judicial que conciernen privativamente a los Magistrados de las Salas de Justicia y Paz de los Tribunales Superiores y de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en Primera y Segunda Instancia, Respectivamente”
.
En tales condiciones, la Sala es competente no solo para asumir el conocimiento de la petición, sino también para adoptar una decisión al respecto toda vez que se ha logrado establecer que ORLANDO GIL ZULUAGA y LUIS EDUARDO TUIRAN GOMEZ hacen parte de la lista de postulados que el Gobierno Nacional presentó a la Fiscalía General de la Nación para obtener los beneficios previstos por la Ley 975 de 2005.

De los casos concretos
Cuando se verifica la comisión de una conducta punible, la facultad punitiva del Estado se pone en movimiento, a través del desarrollo de una serie de etapas procesales que culmina con la sentencia, luego de agotarse una investigación gestada por la Fiscalía General de la Nación. “De manera extraordinaria puede finalizar con preclusión de la investigación de concurrir alguna de las hipótesis contempladas en el artículo 332 de la ley 906 de 2004, pues ninguna justificación tendrá cursar todo el trámite, si se ha demostrado la imposibilidad de continuar con el ejercicio de la potestad punitiva”
.
La imposibilidad de iniciar o continuar el ejercicio de la acción penal, incluida como causal para que opere la preclusión, obedece a factores de carácter objetivo previstos por el artículo 77 de la Ley 906 y 82 del Código Penal y contemplan situaciones especiales que al verificarse, ponen fin a la actividad del Estado en lo que tiene que ver con la investigación y sanción de las conductas punibles.

Por tal razón y “dado que la responsabilidad penal es personal e indelegable, cuando se produce la muerte de una persona a quien se le atribuye la realización de uno o varios delitos, bien sea en forma individual o en coparticipación criminal, surge una circunstancia insuperable que impide al estado ejercer la potestad jurisdiccional de perseguir al presunto delincuente, sin que para estos efectos importe que se trate de asuntos que corresponden a la justicia ordinaria o transicional”
.

La solicitud de audiencia de conocimiento presentada por la Doctora Gloria Criales Vanegas Fiscal 36 de la Unidad Nacional Para la Justicia y la Paz, tiene como finalidad obtener un pronunciamiento que declare la preclusión de la investigación por muerte de los postulados ORLANDO GIL ZULUAGA y LUÍS EDUARDO TUIRAN GÓMEZ. Para el efecto, se allegaron suficientes elementos de juicio con los cuales se pudo establecer dicha circunstancia, en el primero de los casos, esto es, con relación al postulado ORLANDO GIL ZUZLUAGA, se cuenta con el registro civil de defunción No 08168744, quien había manifestado su voluntad de someterse a la Ley 975 de 2005, documento con el que se pudo acreditar que el desmovilizado falleció el 12 de julio de 2007.
La misma petición presentó en relación con LUIS EDUARDO TUIRAN GOMEZ, para lo cual expresó que su muerte se encuentra demostrada con el certificado de defunción N° 80073547-0, quien había manifestado su voluntad de someterse a la Ley 975 de 2005, documento que demuestra el fallecimiento del desmovilizado el 9 de septiembre de 2008, no obstante lo anterior y según lo manifestó en esta diligencia la señora fiscal, el señor Tuiran Gómez no ratificó su voluntad para continuar en este especialísimo proceso el 1º de octubre de 2007 cuando se quizo dar inicio a la versión libre, situación que en su momento debió haber sido decidida por la Unidad de Justicia y Paz de la fiscalía General de la Nación, quien era la competente para excluirlo. Sin embargo, como esta decisión no se tomo y sobrevino una circunstancia objetiva – muerte del postulado – esta Sala declarará la extinción de la acción penal.

Una decisión en este sentido no está contemplada de manera taxativa dentro del cuerpo normativo de la Ley 975 de 2005, por ende y teniendo en cuenta que ORLANDO GIL ZULUAGA y LUIS EDUARDO TUIRAN GOMEZ fueron miembros de los grupos armados organizados al margen de la ley existentes dentro del territorio colombiano y se encontraban postulados por el Gobierno Nacional para acceder a sus beneficios, con la salvedad que ya se hizo, por virtud del principio de complementariedad descrito por el artículo 62 de la Ley de Justicia y Paz, es dable aplicar el numeral 1° del artículo 332 de la ley 906 de 2004 que consagra la preclusión de la investigación, derivada de la imposibilidad de iniciar o continuar el ejercicio de la acción penal, atendiendo que una de las causales de extinción señaladas por el artículo 77 ídem y 82 del Código Penal es la muerte del procesado.

Con fundamento en lo expuesto y teniendo en cuenta que la actuación adelantada en contra de los postulados fallecidos se hallaba en una etapa pre-procesal, lo procedente será declarar la extinción de la acción penal por la muerte de ORLANDO GIL ZULUAGA y LUIS EDUARDO TUIRAN GOMEZ y en consecuencia, precluir la investigación que se venía gestando en contra de los mismos al tenor de lo señalado por la Ley 975 de 2005 como autores o participes en los hechos conocidos y los que a futuro se logren establecer fueron cometidos durante y con ocasión de su pertenencia a esos grupos armados organizados al margen de la ley. Lo anterior se recalca, sin perjuicio de los derechos que le asisten a las víctimas.

Contra la presente decisión proceden los recursos de reposición y apelación. En firme la actuación, archívese de manera definitiva.
En mérito de lo expuesto la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 
R E S U E L V E
PRIMERO: Extinguir la acción penal por muerte del postulado ORLANDO GIL ZULUAGA identificado con cédula de ciudadanía número 98.454.735 de Nariño (Antioquia) y en consecuencia precluir la investigación que se venía adelantando bajo las ritualidades propias de la Ley 975 de 2005, como autor o participe en los hechos conocidos y los que a futuro se logren establecer fueron cometidos durante y con ocasión de su pertenencia al Bloque Norte Resistencia Tayrona, sin perjuicio de los derechos que le asisten a las víctimas.
SEGUNDO: Extinguir la acción penal por muerte del postulado LUIS EDUARDO TUIRAN GOMEZ identificado con cédula de ciudadanía número 10. 898.591 de Valencia (Córdoba) y en consecuencia precluir la investigación que se venía adelantando bajo las ritualidades propias de la Ley 975 de 2005, como autor o participe en los hechos conocidos y los que a futuro se logren establecer fueron cometidos durante y con ocasión de su pertenencia al Bloque Bananero, sin perjuicio de los derechos que le asisten a las víctimas

TERCERO: Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y apelación

CUARTO: Ejecutoriada la presente decisión, archívese la actuación de manera definitiva.

Notifíquese y Cúmplase
ULDI TERESA JIMÉNEZ LÓPEZ

EDUARDO CASTELLANOS ROSO
LESTER MARÍA GONZÁLEZ ROMERO
� C.S.J. Auto del 26 de octubre de 2007, Radicado 28492 M.P. Dr, Yesid Ramírez Bastidas.


� C.S.J., ibídem


� C.S.J, Radicado 27873, M.P. Julio Enrique Socha Salamanca


� C.S.J., Ibídem.
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